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Introducción
Hay varios elementos relacionados con el trabajo que definen el contexto
en el que la nueva Constitución ecuatoriana debe implementarse, estos podrían
agruparse en torno a una dimensión externa y otra interna. En el primer caso,
cobran relevancia las transformaciones del trabajo propias de la sociedad posca-
pitalista1 y, la crisis mundial del empleo asociada a la debacle financiera de 2008;
en el segundo, es de mencionar un mercado laboral ecuatoriano con desempleo y
subempleo estructural, altas prevalencias de trabajo en el sector informal, y una
baja calidad en el empleo asociada al desconocimiento de derechos laborales.
La normativa que regula las relaciones laborales en el país ha sufrido varia-
ciones importantes dependiendo del contexto económico o de la orientación ide-
ológica de los gobiernos de turno; de hecho, a partir del regreso a la democracia
en 1979, coexistieron tanto las normas constitucionales protectoras de los dere-
chos y principios laborales con las disposiciones legales que introdujeron la flexi-
bilización.
La última Constitución ecuatoriana, que entra en vigencia en octubre de
2008,2 resultado de un largo proceso político-social de transformaciones, trae
consigo un rediseño normativo tanto en la ampliación del catálogo de derechos
fundamentales y el desarrollo de garantías –se pretende– mejorarán su realiza-
ción, como en las instituciones. 
En este trabajo nos ocuparemos de identificar algunos de los alcances y los
límites de la regulación constitucional en el ámbito laboral e intentaremos esbo-
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zar los desafíos principales que su implementación representa. Para ello, se parti-
rá de un breve acercamiento histórico a las principales variables del mercado
laboral ecuatoriano así como a las regulaciones laborales que le han acompañado,
para luego analizar los cambios que introduce la nueva Constitución en esta
materia.
La transformación del trabajo, los principios
y derechos fundamentales
La clásica relación laboral de dependencia, que hacía que un trabajador ini-
cie su carrera en una empresa pensando jubilarse en ella, es cada vez menos fre-
cuente; hoy, el riesgo, la incertidumbre y la movilidad caracterizan el trabajo. Las
transformaciones de la economía, la crisis del capitalismo y la descolectivización
asociada a la flexibilización laboral, inician el desafío de concebir el trabajo al
margen del sistema salarial situando, por tanto, a proporciones crecientes de tra-
bajadores fuera del mundo empleable. Hay un núcleo de trabajadores estables
–aún cuando también flexibilizados y con tendencia a la inestabilidad–, rodeados
de un sector precarizado cada vez más informal en constante aumento, que se
conecta y desconecta al mercado laboral. Esta diferenciación coincide con divi-
siones de carácter espacial, cultural, sexual y etáreo; hay países o regiones del
mundo que proveen principalmente de mano de obra no calificada, otros de tec-
nología y, algo muy similar se puede encontrar al interior de los países. La pobla-
ción rural por ejemplo, tiene mayores probabilidades de tener un empleo preca-
rio al igual que las mujeres y los jóvenes.3
Se puede afirmar entonces, que el grupo de los trabajadores es cada vez más
heterogéneo, no solo por las diferencias del trabajo sino también por las especifi-
cidades tecnológicas y culturales en las que se desenvuelve. En este desborda-
miento de las características clásicas, la normativa laboral, deja por fuera a un sin-
número de hombres y mujeres, trabajadores calificados, no calificados y aún pro-
fesionales que no están cubiertos por estas normas y que no son capaces tampo-
co de integrarse en los mecanismos de mercado dispuestos como vías de inserción
individual. 
En general, la flexibilización laboral fue adoptada en casi todas las latitudes,
con la promesa de que permitiría aumentar las fuentes de empleo y la competiti-
vidad, sin embargo, para nadie resultan invisibles los costos que ellas tienen en los
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derechos de los trabajadores y, por tanto, en la calidad de sus vidas y la de sus
familias. 
Ahora bien, en el Ecuador, los intentos por industrializar el país han sido
incompletos y de logros reducidos, conviven sectores industrializados, con rela-
ciones laborales típicas, con otros como el agrícola, el trabajo doméstico, comer-
cio minorista, etcétera, con relaciones laborales precarias y cuyos trabajadores
nunca han estado protegidos por la legislación laboral. A esto debemos añadir que
ciertos grupos han estado particularmente afectados por la falta de empleo o por
malas condiciones de trabajo: los niños, las mujeres, los pobres, los indígenas, los
afrodescendientes entre otros, entran y salen del mercado laboral mediante tra-
bajos eventuales y en condiciones precarias con poca o ninguna protección legal.
Esto plantea retos y desafíos a ser atendidos tanto por las organizaciones de tra-
bajadores, de empleadores y sobre todo por la normativa laboral.
Por otro lado, dentro del conjunto de derechos humanos existen varios vin-
culados al trabajo y a los trabajadores, encaminados a posibilitar condiciones
mínimas de vida y de trabajo de las personas y, a garantizar la organización de los
trabajadores para la defensa de sus intereses. Su reconocimiento ius fundamental
ha sido el resultado de largas luchas sociales,4 pero su realización práctica todavía
dista mucho de ser una realidad.
Considerando entonces que los derechos laborales son derechos funda-
mentales tratemos de identificar cuáles son estos. Con el fin de superar el largo
debate al respecto partiremos de la noción de derechos y principios fundamenta-
les en el trabajo desarrollada por la Organización Internacional del Trabajo
(OIT), que en su declaración de 19985 reconoce como tales a: 
• La libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo
del derecho de negociación colectiva (Convención No. 87 y Convención
No. 98).
• La eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio (Con -
vención No. 29 y Convención No. 105).
• La abolición efectiva del trabajo infantil (Convención No. 138 y
Convención No. 182).
• La eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación
(Convención No. 100 y Convención No. 111).
Ecuador ha ratificado todos estos convenios.
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El mercado laboral ecuatoriano
La paulatina flexibilización fue la matriz laboral del modelo económico
ecuatoriano desde el regreso a la democracia en 1979. La sustitución de importa-
ciones de los años 70 fue reemplazada por el aperturismo y el ajuste estructural
de los años 80 y sobre todo de los 90 del siglo pasado. Esto supuso la adopción de
una serie de medidas, encaminadas a la inserción del país en el mercado interna-
cional, basadas en la venta de recursos naturales, privatización de las empresas
estatales y salarios inferiores, estrategias que presionaron sobre la calidad del
empleo.6
El mercado laboral ecuatoriano se ha caracterizado por el desempleo
estructural, la alta presencia de subempleo, el creciente sector informal de la eco-
nomía y la baja cobertura de la seguridad social. Presenta una constante de exce-
dentes en la oferta laboral que en un contexto de débil crecimiento económico o
de crisis como la de 1999 y la de 2008 han conducido a una clara segmentación
del mercado laboral entre un grupo de trabajadores formales, situado en las par-
celas de la economía con cierta industrialización, sujeto a los beneficios de la nor-
mativa laboral y, un segmento creciente de trabajadores de grandes áreas no in -
dustrializadas como la agricultura, el autoempleo, el comercio minorista, entre
otros, caracterizado por relaciones laborales que se desenvuelven en la baja pro-
ductividad, la precariedad, la falta de derechos y la eventualidad como regla.7
Los principales problemas de empleo en el Ecuador se derivaron de la
escasa capacidad del sector moderno de la economía para absorber productiva-
mente a la fuerza de trabajo. La tasa de desempleo urbano se situó en 7,3% en
2008 y registró una elevación para junio de 2009 al 8,34% a pesar de una baja en
la tasa de participación y debido –sobre todo– a la crisis mundial. Según el últi-
mo informe del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos del Ecuador (INEC),
en septiembre de 2009, esta tasa se encontraba en el 9,1%.8 Los datos de la
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) indican que la
tasa de desempleo urbano del primer semestre de 2009 frente al mismo período
en 2008 se elevó de 6,6% a 8,5% debido principalmente a la contracción de la
oferta laboral.9
Como se conoce, la crisis tuvo efectos diferenciados por género, según la
CEPAL, a diferencia de los otros países de América Latina y el Caribe, en el Ecua -
dor las mujeres se vieron más afectadas que los varones, su tasa de desempleo
urbano para el primer trimestre de 2009 frente al mismo período de 2008 subió
de 8 a 10,4% frente a una subida del 5,6 al 7% de los varones. Sin embargo, los
jóvenes siguen siendo los que mayores costos han afrontado en el empleo, aunque
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no se cuenta con datos para el Ecuador, este mismo estudio sostiene que el incre-
mento de desempleo para los jóvenes en el primer semestre de 2009 frente al
mismo período del año anterior es de alrededor de dos puntos porcentuales10 en
promedio para la región. Esto plantea la necesidad de acciones específicas tanto
normativas como de políticas públicas que consideren la situación especial de
mujeres y de jóvenes.
Reformas laborales. Algunos apuntes históricos
Tomando como punto de partida el regreso a la democracia en 1979, se
pueden encontrar varios períodos con características particulares de lo que deno-
minaremos la regulación laboral.
El primer momento, entre 1979 y 1984 trae consigo algunos cambios en
materia laboral, durante estos años, se aprobó la instauración del décimo quinto
sueldo, la ley de la semana laboral de cuarenta horas y, se duplicó el salario míni-
mo vital, esta relativa mejora en la protección de los derechos laborales tiene su
explicación principalmente en la fortaleza de los movimientos sindicales11 y
sociales en general, que encontraron en la apertura democrática un espacio para
su expresión y para el diálogo.
Sin embargo, a partir de 1984 se inicia el período de flexibilización labo-
ral que se profundiza en los años comprendidos entre 1988 y 1992. En 1990 se
expide la Ley de Régimen de Maquila y de Contratación Laboral a tiempo par-
cial12 que permite relaciones laborales de corta duración, que pueden ser reno-
vadas pero sin la posibilidad de convertirse en contratos definitivos, así mismo,
contempla el acuerdo entre las partes para la suspensión no remunerada del con-
trato. En 1991 entra en vigencia la Ley de Zonas Francas que admite la posibili-
dad de que los contratos de trabajo sean temporales. En 1991 se expide la Ley 133
reformatoria del Código de Trabajo, que aumenta el número de trabajadores exi-
gidos para conformar una organización sindical pasando de quince a treinta per-
sonas.13
Con la dolarización en el año 2000, el país pierde competitividad y para
compensar esta debilidad desarrolla como estrategias principales de inserción en
los mercados internacionales la presión sobre el costo de la mano de obra y las
condiciones laborales. Dos leyes marcan la pauta de ese momento: La Ley para la
Transformación Económica del Ecuador (Trole I)14 que incorpora la contrata-
ción por horas, entendiéndose además dentro de la remuneración por hora, los
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demás beneficios y el descanso semanal, así como el que cualquiera de las partes
puede dar por concluido el contrato de trabajo sin que medie la necesidad de
indemnización. La otra norma fue la Ley para la Promoción de la Inversión y
Participación Ciudadana (Trole II),15 esta norma fijó techos al reparto de utilida-
des, afectó la contratación colectiva al derogar el artículo del Código del Trabajo
que permitía la celebración de contrato colectivo cuando exista una asociación de
más de treinta trabajadores, regula las huelgas, facilita despidos e implementan los
contratos eventuales de trabajo. Esta ley fue declarada inconstitucional por el
Tribunal Constitucional mediante res. 193-2000-TP. 
En materia laboral declaró inconstitucionales los artículos 182, 183 y 186
que establecían que los trabajadores no reciban indemnización, luego de termi-
nada su relación contractual con la empresa si percibían sueldos mayores a mil
dólares. Así también consideró violatorios de los derechos de los trabajadores a
organizarse y mantener la estabilidad los art. 191, 192, 198, 202, 205 y 211; por
último, declaró inconstitucional el art. 168 que introdujo la noción de trabajador
polifuncional.16
Otro elemento importante de la regulación laboral fueron las reformas
legales que permitieron la intermediación laboral conocida en el país como terce-
rización,17 que fue introducida en 1998 mediante reforma de ley,18 ampliada
mediante Decreto 216619 de 2004 y regulada de manera más completa por la
reforma al Código de Trabajo de junio de 2006.20
Esta institución del derecho laboral fue muy abusada en el país, llegando a
extenderse a todas las ramas de actividad económica y a todos los tipos de traba-
jadores, a quienes, en la práctica, se los dejaba fuera de la protección del Código
de Trabajo. Según datos del Ministerio de Trabajo (hoy Ministerio de Relaciones
Laborales), para finales de 2005, existían 4.000 empresas dedicadas a la terceriza-
ción e intermediación laboral, de ellas apenas 836, es decir, el 20,9% estaban regis-
tradas –como debían– en dicho Ministerio. 
Esta “ruta legal” flexibilizadora contradice la regulación constitucional que
más bien es protectora, las normas constitucionales se mantuvieron muy pareci-
das en las Constituciones de 197821 y la de 1998. Ambas reconocen los principios
y derechos fundamentales; garantizan la intangibilidad de los derechos de los tra-
bajadores; establecen la solidaridad de la persona aunque el contrato se realice por
intermediario; introducen la transacción en materia laboral siempre que no
implique renuncia a derechos; garantizan la contratación colectiva y el mejora-
miento de las condiciones de la mujer, en especial de la gestante, la del sector
informal, de la jefa de hogar y de la que se encuentra en estado de viudez.22
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La Constitución de 2008 y los mandatos constitucionales
La Constitución de 2008, al igual que las dos anteriores, consagra normas
relativas a los denominados derechos y principios fundamentales en el trabajo,
con pocas variaciones; no obstante, avanza en cuanto a la consideración del tra-
bajo y amplía la protección hacia sectores de trabajadores no considerados en las
anteriores.
Las normas constitucionales proponen un cambio de paradigma en cuan-
to a la consideración del trabajo reconociendo su centralidad en la economía por
sobre el capital y como su fin, el buen vivir. Con respecto a las Constituciones
anteriores, el trabajo no sólo es un derecho y un deber social sino que además es
fuente de realización personal y base de la economía. 
El Título VI, “Régimen de Desarrollo”, recoge normas sobre los derechos y
principios fundamentales en el trabajo, de larga data en el constitucionalismo
ecuatoriano (art. 326 y 329); extiende la protección laboral al trabajo autónomo,
de autosustento y de cuidado humano (art. 325); establece que el sistema econó-
mico será: social y solidario incluyendo como formas de producción además de la
pública, privada y mixta, a la asociativa, cooperativa, familiar, autónoma, de auto-
sustento y cuidado humano (art. 319 y 333); prohíbe la tercerización e interme-
diación laboral para actividades propias y habituales de la empresa (art. 327);
garantiza la no discriminación y las medidas de acción afirmativa para ciertos
grupos que históricamente han sido víctimas de discriminación tanto en el acce-
so al trabajo como en la trayectoria laboral (art. 329, 330, 331 y 332). 
Los derechos y principios fundamentales en el trabajo 
La libertad sindical junto con el derecho de negociación colectiva son qui-
zás la parte más importante de los denominados derechos fundamentales en el
trabajo; la libertad de asociación ha sido reconocida como fundamental por todas
las cartas de derechos humanos, garantiza a los trabajadores y a los empleadores
la asociación con el fin de promover sus intereses económicos y laborales. Si bien
estas organizaciones deben regirse por la ley, tienen libertad para decidir las for-
mas en que desarrollarán sus actividades sin intervención del Estado. Una de las
herramientas más efectivas para la defensa de los intereses de las partes laborales
es la negociación colectiva, que va desde el simple intercambio de información
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hasta los acuerdos en materia laboral o económica, una negociación de buena fe
permite llegar a convenios colectivos aceptables para ambas partes.23
La Constitución de 2008 mantiene las normas referidas a la libertad de aso-
ciación (art. 66, num. 13), el derecho de sindicación (art. 326, num. 7 y art. 326,
num. 8) y la negociación colectiva (326, num. 13) con algunos cambios. En pri-
mer lugar, respecto de la libertad de asociación, reconoce la posibilidad de afiliar-
se o no a las organizaciones, disposición que no estaba explícita en las dos
Constituciones anteriores; por otra parte, incluye la posibilidad de que el Estado
estimule la creación de organizaciones de trabajadores y empleadores. Con res-
pecto al derecho de negociación colectiva incluye la posibilidad de excepciones
conforme a la ley y elimina la prohibición de modificación unilateral. Se podría
afirmar que estas limitaciones hacen de la norma de 2008 menos contundente que
la de anteriores Constituciones para garantizar este derecho.
Relacionado con este derecho fundamental están las normas del llamado
Mandato Constituyente 8 que establece la posibilidad de revisión por parte del
Estado de las cláusulas de los contratos colectivos del sector público consideradas
“beneficios o privilegios excesivos” dando para esto facultad al Ministerio de
Trabajo, quien a través de comisiones y subcomisiones ha puesto en práctica este
mandato durante los años 2008 y 2009 no sin fuertes cuestionamientos del sector
sindical, que ven esta acción una forma de intromisión del Estado en la negocia-
ción colectiva.24
En cuanto a la abolición de todas las formas de trabajo forzoso u obligato-
rio,25 la nueva Constitución reconoce el derecho a la libertad de contratación y la
libertad de trabajo que implica la prohibición del trabajo gratuito o forzoso (art.
66, num. 16 y 17); sin embargo, esta disposición agrega la frase: con las excepcio-
nes que establezca la ley, a diferencia de las dos Constituciones anteriores, en las
que si bien se hace referencia a la ley no es para el establecimiento de excepciones,
sino para su regulación únicamente.26
Otro de los principios fundamentales en el trabajo es la abolición efectiva
del trabajo infantil, la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del
Niño27 protege a los niños en particular contra la explotación económica y toda
forma de trabajo peligroso que ponga en riesgo su vida, salud o integridad. Este
principio es aplicable a todas las ramas de la economía incluido el sector no for-
mal, las empresas familiares, las agrícolas, el trabajo doméstico o a cualquier
forma de trabajo en virtud de la cual los niños trabajen a cambio de sustento.
La Constitución de 2008 avanza en la protección a los niños, niñas y ado-
lescentes frente a la explotación laboral y económica, fijando una edad mínima de
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admisión al empleo (quince años) constitucionalmente y previendo la obligación
del Estado de tomar acciones para la eliminación progresiva del trabajo infantil
(art. 46, num. 2). Por su parte leyes nacionales como el Código de la Niñez y
Adolescencia, el Código del Trabajo y el Código Penal han incluido estos temas en
sus normas, lo que queda entonces es velar por que dichas normas al menos se
mantengan o profundicen los procedimientos de la protección y que se fortalez-
can las políticas públicas encaminadas a este fin.
Por último, la Constitución de 2008 reconoce a través de varias normas el
principio de no discriminación, establece el principio de igual remuneración para
trabajo de igual valor (art. 326, num. 4), incluye normas relativas a evitar la dis-
criminación para jóvenes (art. 329), discapacitados (art. 330) y mujeres (art. 331).
En este tema toca a las leyes el desarrollo de medidas de acción afirmativa que
hagan posible todos estos derechos y garantías reconocidas en la Constitución así
como el fortalecimiento de los mecanismos de control y vigilancia como la ins-
pección laboral.28
Mención particular merece el tema de la tercerización y la intermediación
laboral. La nueva Constitución da un salto importante declarando que la relación
laboral es directa y bilateral a la vez que prohíbe expresamente toda forma de pre-
carización: intermediación laboral, tercerización de actividades propias y habi-
tuales del empleador, la contratación por horas o cualquier otra que afecte los
derechos de los trabajadores (art. 327). Por otro lado, debe considerarse lo que
establece el Mandato 8 al respecto, el art. 1 elimina y prohíbe “la tercerización, la
intermediación laboral y cualquier otra forma de precarización de las relaciones
de trabajo en las actividades a las que se dedique la empresa o empleador y reco-
noce el carácter de bilateral y directa de la relación laboral”. El art. 3 permite la ter-
cerización, aunque sin darle ese nombre de las actividades complementarias, las
que son taxativamente enumeradas en el mandato. En este caso el art. 4 establece
la responsabilidad solidaria de la persona en cuyo provecho se prestó el servicio.
La ley deberá considerar la regulación de la “tercerización” de las actividades com-
plementarias y, sobre todo, los requisitos y demás detalles para la autorización de
las personas prestadoras de dicho servicio, así mismo, el fortalecimiento de los
servicios de inspección para garantizar que estas empresas no violen los derechos
reconocidos a todos los trabajadores.29
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El trabajo autónomo,30 de autosustento y de cuidado
Teniendo en cuenta la heterogeneidad de los trabajadores y las unidades
productivas asociadas a ellos, resulta evidente la necesidad de reconocer a aque-
llas actividades no formales y de autosustento como productivas y extender a sus
trabajadores la protección legal.31 Como ya se dijo con anterioridad, este trabajo
está caracterizado por el déficit de condiciones dignas de trabajo y la baja pro-
ductividad.
La Constitución de 2008 reconoce como trabajo productivo a modalidades
diferentes de la clásica relación de dependencia como: el autónomo, las labores de
autosustento y las de cuidado humano (art. 325). Esta nueva forma de acercarse
al trabajo implica una consideración no solamente de la actividad que podría o
no ser vista como productiva, sino –y principalmente– al sujeto trabajador. Así,
aquellos trabajadores considerados autónomos que no tienen una relación labo-
ral de dependencia si tienen, sin embargo, los derechos de un trabajador cual-
quiera, esto demuestra un interesante esfuerzo por superar la discriminación que
sufren los productores pobres (art. 333). Algo similar ocurre con quienes realizan
actividades de cuidado y autosustento, generalmente mujeres, cuyo aporte no se
considera productivo y por tanto se les excluye de acceder a los derechos recono-
cidos para los otros trabajadores, principalmente la seguridad social.
La ley debe entonces procurar dar coherencia a todos estos elementos tra-
tando sobre todo de lograr la igualdad de derechos en el caso del trabajador autó-
nomo frente a los demás trabajadores y garantizar una protección mínima para
las otras formas de trabajo consideradas.
La seguridad social
En términos generales, la seguridad social consiste en la protección al eco-
nómicamente débil, abarca no solamente la protección a la persona económica-
mente activa frente a las contingencias derivadas del trabajo, sino que amplía su
garantía a sectores que se encuentran excluidos. Por esa razón, además del segu-
ro social se incluyen otros sistemas de previsión para la población no trabajado-
ra, pues, la intención es lograr la seguridad social universal.
La Constitución de 2008 reconoce el derecho a la seguridad social y a la vez
sostiene que es una responsabilidad primordial del Estado. Recoge los principios
que regulan la seguridad social en la Constitución de 1998 y aumenta el de trans-
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parencia y participación. También establece la obligación del Estado de garantizar
el derecho de seguridad social de las personas que realizan trabajo no remunera-
do en los hogares (art. 133), actividades de autosustento, en el campo, toda forma
de trabajo autónomo y en desempleo. Como se puede ver se hace un esfuerzo por
incluir bajo la cobertura de la seguridad social a una serie de grupos que hasta
ahora no se encontraban cubiertos (art. 34). 
El aspecto más importante a retomarse por la ley será precisamente esta-
blecer de manera clara las fuentes de financiamiento y la manera cómo se harán
efectivas las disposiciones relativas a la universalización del seguro social.
Desafíos: a manera de conclusión
Es importante discutir de manera participativa las normas ordinarias, es
decir las leyes, que harán posible el cumplimiento de la Constitución, en el ámbi-
to laboral cuestiones como la forma de la economía, el sindicato, la negociación
colectiva en el sector público y los derechos y principios fundamentales en el tra-
bajo requieren de consensos mínimos a través del diálogo social entre empresa-
rios, trabajadores y Estado.
Hasta ahora la organización sindical por empresa ha debilitado su capaci-
dad de negociación, haciendo a los trabajadores más vulnerables a las presiones y
represalias. Es una alternativa pensar en promover el sindicato por rama econó-
mica incluyendo en éstos a ciertos sectores que hasta ahora no han sido conside-
rados, como los profesionales y los trabajadores autónomos o domésticos. Si se
opta por mantener el sindicato de empresa se debe revisar urgentemente el núme-
ro que se requiere, que se mantiene en treinta personas, con el fin de dar oportu-
nidad a los trabajadores de las pequeñas y micro empresas.
Con respecto a las garantías de la contratación colectiva, es necesario deba-
tir cuál es el alcance del Mandato 8, su reglamento y el acuerdo ministerial que
prevé la posibilidad de revisión de los convenios colectivos en el caso de los tra-
bajadores del Estado.
Al respecto de la eliminación de cualquier forma de discriminación en el
empleo y ocupación, las normas constitucionales son amplias, referidas sobre
todo a evitar la discriminación para los jóvenes, personas con discapacidades,
mujeres, indígenas y migrantes. Sin embargo, respecto de la no discriminación de
la mujer, la ley debe fortalecer los mecanismos de control y vigilancia de la ins-
pección laboral para identificar casos de discriminación en el acceso o en la per-
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manencia en el trabajo por motivos de maternidad o embarazo, establecer san-
ciones claras y de fácil procedimiento, fomentar la participación de los varones en
las responsabilidades familiares. Con respecto a la discriminación de los trabaja-
dores de nacionalidades y pueblos indígenas es necesario incluir normas que san-
cionen las prácticas de trabajo forzoso, servidumbre por deudas, trata de perso-
nas, trabajo infantil peligroso, para este mismo efecto debe fortalecer la inspec-
ción de trabajo.
En cuanto a la no discriminación de los discapacitados es necesario elevar
a categoría de ley la obligación de contratar un cierto número de discapacitados
en las empresas, dar facilidades de información a las empresas y establecer san-
ciones de fácil aplicación para quienes no las cumplan.
Esto supone varios cambios tanto a nivel legal como institucional: desde
fortalecer los derechos de los trabajadores en cuanto a la calidad del trabajo que
debe ser digno y establecer e incorporar a los beneficios de estos derechos a cier-
tos grupos que han permanecido excluidos como los trabajadores autónomos, los
trabajadores de autosustento y cuidado humano.
La equiparación de derechos de los trabajadores que se desempeñan en los
servicios de cuidado a los derechos de los demás trabajadores se ha iniciado, con
la igualación salarial y la inclusión en varios beneficios de los trabajadores domés-
ticos, pero es necesario reformar el Código de Trabajo principalmente en lo que
se refiere al sistema de inspección para dotarles de mecanismos que permitan una
inspección efectiva de la situación de trabajo doméstico. Es necesario también ini-
ciar una discusión amplia sobre la necesidad de eliminar el sistema puertas aden-
tro que muchas veces constituye régimen análogo a la esclavitud.
Los sistemas de protección social vigentes no atienden adecuadamente a los
jóvenes, a los desempleados y a los trabajadores no formales, es necesaria enton-
ces una reforma legal que los integre; puede hacerse a través de un subsidio de las
primas de los trabajadores jóvenes: ya sea con primas más bajas o un aporte esta-
tal, un sistema de jubilaciones y pensiones de alcance nacional, donde estén obli-
gatoriamente comprendidas todas las personas físicas mayores de dieciocho años
que ejerzan actividades lucrativas en forma autónoma, salvo aquéllas categorías
que cuenten con regímenes propios como personal de las fuerzas armadas y fun-
cionarios estatales.
Como lo demuestra nuestra historia, a pesar de que las normas constitu-
cionales han sido protectoras de los derechos en el trabajo, las normas legales no
han sido eficientes para proteger estos derechos y más bien han sido excusas y
oportunidades para vaciar la Constitución. Por eso su elaboración requiere de la
participación lo más amplia posible de los diferentes sectores, sobre todo empre-
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sarios, trabajadores y Estado mediante procesos de diálogo social decididos y
transparentes.
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